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Pese a ser los municipios los respon-
sables constitucionales de la ordena-
ción de su territorio, la competencia 
de la Nación para otorgar títulos de 
aprovechamiento minero es uno de 
los principales límites que afrontan 
los entes locales en el ejercicio de su 
competencia, así como uno de los ma-
yores focos de confl ictividad entre es-
tos dos niveles administrativos. En un 
fallo reciente, la Corte Constitucional 
consideró contrario a la Constitución 
que se marginara completamente a 
los municipios del proceso de otor-
gamiento de los títulos mineros y 
efectuó una interpretación de la le-
gislación minera que obliga a que se 
tenga en cuenta su opinión en estos 
trámites.

Palabras clave: Urbanismo, plan de 
ordenamiento territorial, límites a la 
discrecionalidad del planifi cador ur-
banístico, confl ictos ambientales por 
minería, contenido esencial de la au-
tonomía territorial.

In spite of the fact that the duty 
to regulate land use within their 
jurisdiction was vested upon local 
authorit ies by Constitution, the 
control of the central government 
over the mining industry represents 
one of the principal limits that the 
municipalities have to face while 
exercising their powers over the 
territory. Such a situation leads to 
many conflicts between these two 
administrative levels. In a recent 
decision, the Constitutional Court 
struck down a statutory provision that 
excluded completely the participation 
of municipalities in the procedures 
of granting the right to work on 
mines and ruled, in turn, that this 
kind of procedures have to take into 
account the considerations of the local 
authorities.
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Introducción

Consciente de sus implicaciones sobre la calidad de vida de las per-
sonas y sobre aspectos decisivos para la comunidad (protección de 
recursos naturales, defensa del patrimonio histórico cultural, prevención 
y manejo de riesgos, promoción del espacio público, mejoramiento 
de infraestructuras, desarrollo adecuado del derecho a una vivienda 
digna, garantía del acceso a servicios públicos, etc.), aunque no de 
manera expresa, la Constitución colombiana de 1991 estableció en sus 
disposiciones un modelo de ordenación del territorio. Se trata de un es-
quema acorde con el tipo de organización territorial sancionado por el 
Constituyente, esto es, un Estado unitario con garantía de la autonomía 
de las entidades territoriales. En él se conjuga la intervención de los 
diferentes niveles administrativos (central, departamental y municipal) 
en un marco determinado esencialmente por los principios de Estado 
unitario y autonomía territorial que proclama el art. 1º de la Constitu-
ción como piezas centrales del modelo territorial adoptado. De aquí 
que si bien es esta una materia que no resulta ajena al legislador, en vir-
tud de las específi cas encomiendas realizadas por la Constitución a los 
entes locales, representa un campo en el cual sus intervenciones están 
fuertemente limitadas por el principio de autonomía local (arts. 1º y 287 
de la Constitución) y por los principios de concurrencia, coordinación y 
subsidiariedad establecidos por la Constitución (art. 288) como rectores 
de la regulación y ejecución de las tareas que se deben llevar a cabo 
de manera conjunta por los distintos niveles de la Administración. Es, 
entonces, como se verá enseguida, un área en la cual le corresponde 
al legislador defi nir el marco general del ejercicio de las competencias 
atribuidas por el Constituyente a los municipios, para que sean estos 
quienes adopten las decisiones fi nales sobre el territorio, siempre en-
cuadrándose en las disposiciones constitucionales y legales que regulan 
la materia.

Aun cuando en términos generales este esquema ha funcionado 
de manera satisfactoria desde la generalización a partir de 1997 del de-
ber legal de todos los municipios de adoptar instrumentos técnicos de 
ordenación de su territorio1, la proliferación de confl ictos ambientales y 

1 Aun cuando la prescripción del deber legal de establecer planes que orienten el de-
sarrollo urbano de las ciudades tiene antecedentes en Colombia que se remontan a la 
Ley 88 de 1947, se trata de regulaciones que o bien se dirigían únicamente a algunos 
municipios (como en el caso de la Ley 88 de 1947, que aludía solo a municipios con un 
presupuesto superior a un monto fi jo determinado en la ley; o la Ley 61 de 1978, que 
hace referencia a municipios con una población superior a los 20.000 habitantes), o cuyo 
cumplimiento fue escaso en la praxis de las administraciones locales (caso de lo previs-
to en el Decreto-Ley 1333 de 1986 o de la Ley 9 de 1989), MORCILLO 2007, 67 y 120. Al 
prever en su art. 20 la prohibición de expedir licencias urbanísticas como sanción por el 
incumplimiento del deber legal de adoptar un plan de ordenamiento del territorio (POT) 
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por los usos del suelo en los últimos 12 años parece indicar que algo ha 
cambiado. La modifi cación de la legislación minera llevada a cabo en 
2001 y el aumento de precios de los minerales e hidrocarburos durante 
la primera década de este siglo han motivado un crecimiento exagera-
do de esta actividad en un corto tiempo, con un alto impacto sobre los 
territorios y un aumento drástico de la confl ictividad social, ambiental 
y política por situaciones asociadas con la actividad minera. En efecto, 
el monopolio decisorio establecido por el Código de Minas a favor del 
Estado central (en adelante, la Nación) en relación con quién, dónde y 
cuándo se aprovecha la riqueza minera en el país ha exacerbado esta 
situación y se ha convertido en una de las principales fuentes de en-
frentamientos entre las comunidades y las autoridades centrales. Lo an-
terior, sin contar con los confl ictos ambientales inherentes al desarrollo 
de esta clase de actividades2. Producto de la arremetida minera sobre 
los territorios locales, sus poblaciones se han visto amenazadas tanto 
en sus economías tradicionales, como en los usos del suelo, el acceso 
al agua, la preservación de recursos naturales, la conservación y el dis-
frute del paisaje, sus posibilidades de formalización de la propiedad y 
de regreso a y permanencia en sus tierras (en el caso de las víctimas del 
confl icto), así como en su conformación étnica, entre muchos aspectos 
problemáticos generados por esta actividad económica. El resultado: 
un cambio notable de la acostumbrada relación de armonía entre la 
Nación y los municipios bajo la cual se cumplían las tareas de ordena-
ción del territorio3, ahora presididas por una notable tensión social y un 
inusitado enfrentamiento institucional4.

dentro del término señalado, la Ley 388 de 1997 ha logrado que a diferencia de sus pre-
decesoras, sus disposiciones en esta materia se acaten en mayor medida. 
2 Según el recientemente publicado mapa de los confl ictos ambientales elaborado por 
el Atlas Global de la Justicia Ambiental, la minería es una de las principales fuentes de 
confl ictos ambientales. Con 98, Colombia es el segundo país a nivel mundial en disputas 
de este tipo. El primer lugar lo ocupa la India con 172. Latinoamérica concentra un buen 
número de casos de confl ictos documentados por el Atlas, siendo los principales los si-
guientes: Colombia con 98, Brasil con 61, Ecuador con 48, Chile con 35, Argentina con 
34, Perú con 31, y México con 26. Información recuperada el 23 de septiembre de 2014. 
En: http://www.ejatlas.org
3 Tal como se reseñaba hace poco en los diarios colombianos, desde antes de 1992 hasta 
2001, el número de confl ictos ambientales se mantuvo más o menos constante (entre uno 
o dos por año). Estos aumentaron de forma signifi cativa a partir de entonces. La mayoría 
del total de casos en Colombia han sido ocasionados por actividades como el oro y el 
carbón, siendo responsables del 47% de los confl ictos. Los proyectos de infraestructura 
generaron el 11% y las hidroeléctricas, el 10%. Los restantes se deben, entre otros, a la 
palma, el petróleo y la madera. Cfr. SILVA 2014.
4 Cfr. el informe especial del CINEP 2012. También se pueden consultar informes elabo-
rados por instituciones estatales como la Contraloría General de República (responsable 
del control de la gestión fi scal de la Administración Central) como los documentos “Mine-
ría en Colombia. Derechos, políticas públicas y gobernanza”, del 2013. También organis-
mos internacionales como el PNUD se han ocupado de estos asuntos. Cfr. VARGAS 2014.
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Con el ánimo de explorar las claves fundamentales de esta ten-
sión, en el presente escrito se analiza, en una primera parte, la respon-
sabilidad de los municipios sobre la ordenación del territorio (I), para 
lo cual se estudian tanto sus bases constitucionales como su desarrollo 
legal; para enseguida, en una segunda parte, evaluar los límites a la dis-
crecionalidad municipal en el cumplimiento de esta tarea (II), apartado 
dentro del cual se valorarán tanto los límites generales impuestos por 
la Constitución y la ley al ejercicio de esta competencia, como el que 
en particular representa el deber de someterse a las decisiones mineras 
de la Nación como la más polémica de las restricciones impuestas. El 
estudio fi naliza con algunas conclusiones sobre cómo se ha solventado 
el confl icto Nación-Municipios ocasionado por la prohibición legal a 
que estos declaren zonas de su territorio como excluidas de la actividad 
minera.

I. La ordenación del territorio como competencia esencialmente 

reservada por la Constitución a los municipios

Aun cuando en el texto constitucional son múltiples las referencias al 
manejo del suelo y la regulación de la propiedad privada, sin que se es-
tablezca en él una competencia exclusiva en esta materia en cabeza de 
un determinado nivel administrativo, ni fi gure expresamente la adop-
ción de un modelo particular de ordenación del territorio, el análisis 
conjunto de sus disposiciones permite identifi car y determinar el senti-
do del sistema constitucionalmente defi nido a este respecto.

Ciertamente, aunque algunos preceptos constitucionales apuntan 
a la confi guración legal de estos temas5, otros sencillamente los señalan 
como una responsabilidad genérica del Estado6 y otros parecen hacer 
de esta una cuestión estrictamente municipal7, su análisis conjunto per-
mite determinar las claves fundamentales del modelo de ordenación 
del territorio constitucionalmente implantado. En él se articulan los dife-
rentes niveles administrativos (central, departamental y municipal) den-

5 V. gr. el art. 58, que establece una reserva de ley en todo lo relacionado con el derecho 
de propiedad privada; el artículo 63, que faculta al legislador para determinar qué bienes 
deben someterse a un régimen especial de inalienabilidad, inembargabilidad e impres-
criptibilidad; el art. 102, que dispone que el territorio y los bienes públicos que de él for-
man parte pertenecen a la Nación; el 332, que declara al Estado propietario de subsuelo 
y de los recursos naturales no renovables; o el art. 334, en virtud del cual el Estado debe 
intervenir por mandato de la ley, entre otras actividades, en la explotación de recursos 
naturales y los usos de suelo.
6 V. gr. los arts. 79 y 80, que imponen como deber del Estado en general conservar las 
áreas de especial importancia ecológica y planifi car el manejo y aprovechamiento de los 
recursos naturales.
7 V. gr. el art. 311, que encomienda al municipio ordenar el desarrollo de su territorio; o 
el art. 313.7, que señala la reglamentación de los usos de suelo como una competencia 
de los concejos municipales.
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tro de un marco que apunta a desarrollar los principios de Estado uni-
tario y autonomía territorial que proclama el art. 1º de la Constitución 
como piezas centrales del esquema de organización territorial adopta-
do. Esto, como expresión de la necesidad de dotar a cada comunidad 
de las facultades necesarias para dar proyección normativa a su particu-
lar visión del territorio y, en general, a su relación con el entorno local.

No siendo iguales ni homologables las percepciones ni las relacio-
nes que se establecen entre las distintas comunidades y sus respectivos 
entornos, cada una deberá gozar de la posibilidad de defi nir autónoma-
mente (dentro de los marcos que establecen la Constitución y la ley) las 
reglas que gobiernan este aspecto de la vida de cada población.

En este orden, es este un ámbito en el cual si bien se observa la 
presencia de competencias concurrentes y en el que los entes locales 
deben siempre obrar conforme a las disposiciones constitucionales y 
legales que enmarcan sus determinaciones, en virtud de expresas deci-
siones constitucionales se confi gura como un campo prevalentemente 
municipal (1), y como tal ha sido desarrollado por el legislador (2).

1. Fundamentos constitucionales de la responsabilidad municipal por 
la ordenación del territorio local

Distintas disposiciones de la Constitución permiten caracterizar la orde-
nación del territorio local como una responsabilidad esencialmente mu-
nicipal. Además del art. 1º, que, junto con el carácter unitario del Estado, 
establece la autonomía de las entidades territoriales para la gestión de 
sus asuntos como principio básico del modelo de organización territorial 
adoptado, y defi ne así como una particular seña de identidad del sistema 
constitucional nacional un modelo de estado unitario fl exible, se deben 
mencionar también los arts. 287, 288, 311 y 313 numerales 7º y 9º. Fren-
te a la problemática que se examina, ellos permiten precisar el sentido 
del modelo territorial sancionado por la Constitución (énfasis agregado).

Así, el art. 287 establece la garantía de la autonomía territorial para 
la gestión de los asuntos propios de cada ente y consagra su derecho a 
gobernarse por sus propias autoridades, a ejercer las competencias que 
le correspondan, a administrar sus recursos, a establecer los tributos ne-
cesarios para el cumplimiento de sus funciones y a participar en las rentas 
nacionales. El art. 288, por su parte, prescribe que las competencias que 
implican al conjunto de niveles administrativos (Nación, departamentos y 
municipios) deberán ejercerse conforme a los principios de coordinación, 
concurrencia y subsidiariedad8. El art. 311, por su parte, caracteriza al 

8 De acuerdo con la jurisprudencia constitucional estos principios pueden comprenderse 
de la siguiente manera: “El principio de concurrencia parte de la consideración de que, 
en determinadas materias, la actividad del Estado debe cumplirse con la participación de 
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municipio como la entidad fundamental de la división político administra-
tiva del Estado y le encomienda de manera expresa “ordenar el desarro-
llo de su territorio, promover la participación comunitaria, el mejoramien-
to social y cultural de sus habitantes”. Finalmente, el art. 313 establece 
las competencias de los concejos municipales y en los numerales 7º y 9º 
defi ne como responsabilidad de estas corporaciones político-administra-
tivas del ámbito local “reglamentar los usos del suelo (num. 7º) y “dictar 
las normas necesarias para el control, la preservación y defensa del patri-
monio ecológico y cultural del municipio” (num. 9º).

Frente a este panorama bien podría afi rmarse que la ordenación 
del territorio local se presenta como una encomienda directa efectuada 
por la Constitución a los municipios con el fi n de asegurar el bienestar 
y la calidad de vida de sus habitantes, así como la protección reforzada 
de la naturaleza y la promoción de esquemas adecuados de participa-
ción ciudadana en la toma de esta clase de determinaciones. La signifi -
cación que tiene el entorno para la vida social, cultural y económica de 
una comunidad y la de sus individuos permitiría justifi car este enfoque 
y poner de relieve la preocupación del constituyente por vincular a los 
entes territoriales a las decisiones que inciden sobre el lugar que ocupa 
su población y sus recursos.

No obstante lo anterior, teniendo en cuenta que en virtud de lo 
previsto por el art. 58 de la Constitución las cuestiones atinentes a la 
regulación de la propiedad privada son materias con reserva de ley9, y 

los distintos niveles de la Administración. Ello implica, en primer lugar, un criterio de dis-
tribución de competencias conforme al cual las mismas deben atribuirse a distintos órga-
nos, de manera que se garantice el objeto propio de la acción estatal, sin que sea posible 
la exclusión de entidades que, en razón de la materia estén llamadas a participar. De este 
principio, por otra parte, se deriva también un mandato conforme al cual las distintas ins-
tancias del Estado deben actuar allí donde su presencia sea necesaria para la adecuada 
satisfacción de sus fi nes, sin que puedan sustraerse de esa responsabilidad. // El principio 
de coordinación, a su vez, tiene como presupuesto la existencia de competencias concu-
rrentes entre distintas autoridades del Estado, lo cual impone que su ejercicio se haga de 
manera armónica, de modo que la acción de los distintos órganos resulte complementaria 
y conducente al logro de los fi nes de la acción estatal. Esa coordinación debe darse des-
de el momento mismo de la asignación de competencias y tiene su manifestación más 
clara en la fase de ejecución de las mismas. // El principio de subsidiariedad, fi nalmente, 
corresponde a un criterio, tanto para la distribución y como para el ejercicio de las com-
petencias. Desde una perspectiva positiva signifi ca que la intervención el Estado, y la 
correspondiente atribución de competencias, debe realizarse en el nivel más próximo al 
ciudadano, lo cual es expresión del principio democrático y un criterio de racionalización 
administrativa, en la medida en que son esas autoridades las que mejor conocen los re-
querimientos ciudadanos. A su vez, en su dimensión negativa, el principio de subsidiarie-
dad signifi ca que las autoridades de mayor nivel de centralización solo pueden intervenir 
en los asuntos propios de las instancias inferiores cuando estas se muestren incapaces 
o sean inefi cientes para llevar a cabo sus responsabilidades”. Sentencia TC rol Nº149 
(2010). En sentido análogo, véase las sentencias TC rol Nº889 (2012) o rol N° 123 (2014).
9 Sentencia TC rol N°006 (1993).
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que de conformidad con lo dispuesto por el art. 334 constitucional co-
rresponde al legislador defi nir las reglas fundamentales bajo las cuales 
se llevará a cabo la intervención del Estado en la economía en asuntos 
como la explotación de los recursos naturales y los usos del suelo10, no 
hay duda que la Constitución ha querido dejar en manos del legislador 
las decisiones fundamentales en este frente. De este modo, al tiempo 
que se garantizan condiciones básicas de igualdad en el ejercicio del 
derecho de propiedad y la libertad económica en todo el territorio na-
cional, se asegura la compatibilización de los intereses locales con la 
multitud de intereses supramunicipales que deben ser siempre tomados 
en consideración y que no pueden ser dejados al albur de cada munici-
palidad en la toma de decisiones sobre el territorio.

De aquí que, como ha sido defi nido por la jurisprudencia consti-
tucional, se trate de un ámbito en el cual “la Constitución consagra un 
sistema abierto, que permite la concurrencia de competencias entre 
distintos niveles de la administración, lo cual impone que tanto para la 
distribución como para la ejecución de las mismas se acuda a los prin-
cipios de coordinación y de subsidiariedad”11. Por este motivo, y en 
atención tanto a las exigencias del principio de Estado unitario, como 
a la garantía de la autonomía en el ejercicio de la competencia consti-
tucionalmente otorgada a los entes locales en relación con estos asun-
tos, se impone concluir que “el marco normativo en asuntos urbanos 
se desarrolla desde el nivel central, pero respetando los espacios de 
autonomía de las entidades territoriales, a cuyas autoridades la Cons-
titución atribuye directamente una competencia reglamentaria”12. Será 
entonces dentro del marco defi nido por el legislador que las entidades 
municipales podrán ejercer las competencias normativas que les reco-
noce la Constitución y cumplir el papel de “identifi cador de la esencia 
y determinador del desarrollo práctico del régimen territorial” que les 
confía el texto constitucional13. De este modo resulta posible aterrizar 
y poner en marcha en cada territorio las fórmulas generales previstas 
por la ley, y más importante aún: precisarlas y complementarlas (dentro 
del marco fi jado legalmente) a partir de las particularidades de cada 
población y de su singular visión de su territorio y de sus necesidades y 
perspectivas de desarrollo14.

10 Sobre el carácter fl exible de esta reserva, que no exige una confi guración exhaustiva 
de las fórmulas de intervención que se autorizan o contemplan, véase, p. ej., Sentencia 
TC rol N°228 (2010).
11 Sentencia TC rol Nº149 (2010).
12 Sentencia TC rol Nº149 (2010).
13 Sentencia TC rol Nº123 (2014).
14 Resalta que la importancia para la ordenación del territorio de las numerosas visiones y 
experiencias que de él ofrece la consideración de “lo local”, SANTAELLA 2014, 767.
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Ahora bien, pese a ser el legislador el responsable último de la 
defi nición de este régimen legal, no puede perderse de vista que es 
esta una tarea que se debe cumplir de conformidad con las garantías y 
disposiciones del Texto Superior. En consecuencia le resulta vedado a 
la ley desconocer, desvirtuar o desfi gurar las decisiones adoptadas por 
el Constituyente en estos ámbitos. De aquí que si bien resulta legítimo 
que en aras de proteger o promover intereses nacionales el Parlamento 
restrinja la autonomía local en determinados asuntos (v. gr. la defensa 
de determinados ecosistemas de interés supramunicipal15 o de bienes 
que representan patrimonio cultural de la Nación16) no puede introducir 
limitaciones desproporcionadas a este atributo17, ni adoptar decisiones 
que terminen por vaciar, desplazar o desconocer la competencia del 
ente territorial sobre estas materias18.

2. La configuración legal de las competencias municipales en 
materia de ordenación del territorio como marco general para la 
toma de decisiones autónomas

La estructura central del régimen jurídico vigente en Colombia en mate-
ria de ordenación del territorio está contenido en la Ley Nº 388 de 1997 
(en adelante Ley de Desarrollo Urbano o LDU). Ella coronó el largo y di-
fícil proceso de dotar al país de una legislación adecuada en materia de 
reforma urbana, planeación del desarrollo de las ciudades y regulación 
de la actividad inmobiliaria19; e hizo posible la defi nición de instrumen-
tos clave para materializar objetivos constitucionales sociales, económi-
cos y políticos de primer orden emplazados en los centros urbanos.

Precedida por las notables expectativas sembradas por la regu-
lación constitucional de la materia, esta ley fue expedida con el fi n de 
lograr distintos objetivos. Desde el punto de vista legislativo, su art. 1º 
declara que con ella se quiere armonizar la legislación urbanística con 
el texto de la Constitución, así como con las leyes dictadas después de 
1991 (fecha de entrada en vigor del nuevo texto constitucional) en ma-
teria ambiental20, de áreas metropolitanas21 y de planeación del desa-

15 Sentencia TC rol Nº534 (1996). Plantea y defi ende la necesidad de amparar la riqueza 
natural por encima de las preferencias locales como consecuencia de su condición de pa-
trimonio de todos y de su conservación como presupuesto esencial para la garantía de las 
libertades y el desarrollo adecuado del sistema democrático, CALLE 2013, 282 y ss.
16 Sentencia TC rol Nº366 (2000).
17 Sentencia TC rol Nº123 (2014).
18 Sentencia TC rol Nº535 (1996). También, recientemente, Sentencia TC rol Nº123 
(2014).
19 Describe este proceso MALDONADO COPELLO 2006, 26 y ss. También RENGIFO GARDEAZABAL 
2011, 47 y ss. 
20 Ley 99, de 1993.
21 Ley 128, de 1994.
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rrollo22. Desde la óptica de la promoción de los entes locales, proclama-
dos por la Constitución como la entidad fundamental de la estructura 
del Estado y como principales responsables de promover la participa-
ción de la comunidad en las decisiones que le conciernen y el mejo-
ramiento social y cultural de sus habitantes, la ley dice enderezarse a 
permitir que los municipios, en ejercicio de su autonomía, promuevan la 
ordenación de su territorio, el uso equitativo y racional del suelo, la pre-
servación y defensa de sus patrimonio ecológico y cultural, la preven-
ción de desastres y la ejecución de acciones urbanísticas efi ciente (art. 
1.2 LDU). De otra parte, desde el prisma del derecho de propiedad, 
afi rma orientarse a garantizar el cumplimiento de la función social del 
derecho y la materialización efectiva de los derechos constitucionales a 
la vivienda digna, acceso a los servicios públicos, medio ambiente sano, 
prevención de desastres y al disfrute del espacio público (art. 1.3 LDU). 
Finalmente, en el plano de la acción institucional, manifi esta apuntar a 
promover la concurrencia armoniosa de la Nación, las entidades territo-
riales, las autoridades ambientales y demás instancias de planifi cación 
en el cumplimiento de las responsabilidades constitucionales y legales 
en materia de ordenación del territorio para asegurar el mejoramiento 
de la calidad de vida de los habitantes de los municipios (art. 1.4 LDU).

En su texto se defi ne el ordenamiento territorial como el conjunto 
de acciones político-administrativas y de planifi cación física emprendi-
das por los municipios o distritos y áreas metropolitanas, enderezadas 
a disponer de instrumentos efi caces para orientar el desarrollo del te-
rritorio bajo su jurisdicción y regular la utilización, transformación y ocu-
pación del espacio, en armonía con las estrategias de desarrollo socioe-
conómico y de conservación del medio ambiente (art. 5 LDU). Con esta 
fi nalidad, se defi nió el plan de ordenamiento territorial (POT) como el 
instrumento básico para desarrollar el proceso de ordenación del terri-
torio municipal (art. 9). Adicionalmente la ley fi jó los contenidos que los 
integran (arts. 11-15), sus instrumentos complementarios (arts. 18 y 19), 
las acciones y decisiones que orienta (art. 8), el carácter obligatorio de 
su adopción por todos los municipios del país y sus efectos vinculantes 
para autoridades y particulares por igual (parágrafo del art. 8 y art. 20) 
estableciendo, entre otros aspectos, su procedimiento de aprobación y 
reforma (arts. 23-29).

Toda vez que el POT defi ne a largo y mediano plazo un modelo de 
organización, ocupación y transformación del territorio municipal, en el 
cual se señalan las actividades que debe cumplir la respectiva entidad 
territorial con miras a regular y utilizar de manera ordenada, racional 
y coordinada el área del municipio y los recursos que hay en ella, así 
como para atender de forma efi ciente las necesidades de su población 

22 Ley 152, de 1994.
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y desarrollar de manera óptima el potencial que ofrece, es claro que 
es la autoridad municipal la instancia más idónea para su formulación 
adecuada. Dada la generalidad de sus determinaciones y distancia del 
territorio y población difícilmente podrían el legislador, un Ministerio o 
cualquier otra agencia nacional cumplir con esta labor. Su elaboración 
no solo presupone un conocimiento detallado del territorio, sus recur-
sos, potencial y necesidades; también implica una interlocución perma-
nente y cercana con los distintos sectores de la comunidad.

La elaboración de un POT, tal como se concibe en la LDU, es mu-
cho más que una simple defi nición técnica de un reglamento de usos 
de suelo de un área determinada. En consideración a sus implicaciones 
sobre el territorio (y su población), no se puede perder de vista que 
esta clase de decisiones “atañe a aspectos que resultan esenciales para 
la vida de los pobladores del distrito o municipio, sea que estos se en-
cuentren en un área urbana, suburbana o rural.

La función de ordenamiento territorial, y dentro de ella con es-
pecial relevancia la de determinar los usos del suelo, afectan aspectos 
axiales a la vida en comunidad y llegan a determinar el modelo de de-
sarrollo y, por consiguiente, las condiciones de vida en aspectos como 
el económico, el social, el cultural, el ambiental, el urbanístico, entre 
otros”23. Resulta lógico entonces que el legislador, en aras de mate-
rializar los impulsos del principio de Estado social y democrático de 
Derecho sobre el desarrollo de esta actividad, imprimir mayor legitimi-
dad a las decisiones del planeamiento y crear mejores condiciones para 
su efectividad, haya efectuado un reparto de competencias, instituido 
instrumentos y establecido los procedimientos indispensables para 
asegurarse que las determinaciones fundamentales en este campo no 
se dan al margen de la relación vital del individuo y de cada comunidad 
con su entorno, sino que vienen y se construyen desde lo local. De aquí 
que el legislador haya optado por hacer del POT la pieza central de la 
ordenación urbanística y haya hecho de la participación ciudadana uno 
de los ejes principales de su procedimiento de formulación, discusión y 
aprobación24.

De este modo, con la expedición de la Ley Nº 388 de 1997, al tiem-
po que se afi anzaron las facultades de los entes municipales para ordenar 
su territorio conforme a sus preferencias y particularidades, mediante la 
defi nición de las autoridades, los fi nes, los procedimientos y los instru-
mentos que deben utilizarse en el cumplimiento de esta responsabilidad, 
se estableció un marco jurídico legal apropiado tanto para sentar las 
bases fundamentales del régimen general de la propiedad urbana, como 

23 Sentencia TC rol Nº 123 (2014).
24 Arts. 4 y 22 – 26 LDU.
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para orientar la acción de los municipios en la dirección deseada por el 
nivel nacional y limitar su discrecionalidad como forma de precaver even-
tuales episodios de abuso o desidia en la realización de esta función. 
En consecuencia, de manera acorde con las exigencias del principio de 
autonomía y con las específi cas atribuciones a los municipios en este 
campo, el legislador se limitó a proporcionar un marco general para el 
ejercicio de la competencia de ordenación del territorio local, que encua-
dra y encausa esta responsabilidad (sin programarla materialmente) y la 
confi gura como una facultad esencialmente discrecional25.

Por ende, corresponde a cada municipio defi nir autónomamente 
qué parte de su territorio se clasifi ca como suelo urbano, de extensión 
urbana o rural; establecer la zonifi cación y defi nición de los usos y trata-
mientos que se deben asignar a las diferentes partes de la ciudad; loca-
lizar y determinar las características de la infraestructura y los espacios 
públicos; reservar los terrenos para la expansión de la infraestructura 
urbana; situar los terrenos para la construcción de vivienda de interés 
social; y, entre otras muchas tareas propias de esta competencia, iden-
tifi car las zonas no urbanizables por presentar riesgos para los asen-
tamientos humanos, lo mismo que las áreas críticas de recuperación y 
control para la prevención de desastres, los ecosistemas de importancia 
ambiental para el municipio y los bienes y conjuntos merecedores de 
protección.

II. Los límites a la discrecionalidad municipal en la ordenación de 

su territorio

Ahora bien, pese a estar legalmente confi gurada como una competen-
cia esencialmente discrecional en cabeza de los municipios, la multitud 
de intereses individuales, colectivos, nacionales y supramunicipales que 
confl uyen en el espacio hacen de la ordenación del territorio local una 
facultad limitada tanto por la Constitución como por la ley (1). A pesar 
de ser múltiples los límites que fl anquean esta competencia, pocos han 
levantado tantos confl ictos sociales e institucionales como el referente a 
las decisiones de aprovechamiento minero a cargo de la Nación (2).

1. Los límites constitucional y legalmente impuestos a la autonomía 
local en el ejercicio de su competencia de ordenación del territorio

Pese a no existir una norma constitucional que defi na expresamente 
cuáles son los límites que deben encarar las autoridades municipales a 
la hora de ejercer su competencia de ordenación del territorio, es claro 
que no es este un asunto constitucionalmente indiferente. En últimas, 

25 Destaca la discrecionalidad como “lo propio de la ordenación urbanística en un régi-
men de planifi cación pública”. BAÑO 2009, 237.
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es el derecho de propiedad el que está en juego. Y en virtud de lo 
dispuesto por el art. 287 de la Constitución, esta, como cualquier otra 
competencia de los entes locales, se debe ejercer “dentro de los límites 
de la Constitución y la ley”. Por esta razón resulta esencial indagar cuá-
les son esos límites.

Aun cuando se trata de un asunto que desde la óptica constitucio-
nal puede ser abordado desde múltiples fl ancos (como facultad o pre-
rrogativa del poder indispensable para el cumplimiento de una función 
pública, como expresión del poder de intervención del Estado en la 
economía o como delimitación del derecho de propiedad), su enfoque 
desde el prisma del derecho de propiedad es quizás el más fructífero, 
tanto por englobar las distintas facetas que ofrece esta clase de incur-
siones del poder público sobre la realidad y sobre los intereses parti-
culares en liza, como por suponer su sujeción a un régimen de límites 
ciertos y claros como forma de garantizar la racionalidad y constitucio-
nalidad de las determinaciones así adoptadas por las autoridades.

De conformidad con la idea de función social y ecológica de la 
propiedad como un componente estructural del derecho (art. 58 párr. 2 
de la Constitución) y como una cláusula general que permite su instru-
mentalización para la realización de los diversos fi nes de interés general 
que confl uyen sobre el suelo objeto de dominio privado26, la Constitu-
ción y la ley habilitan a los municipios para que con miras a hacer efec-
tiva la constelación de derechos individuales, sociales y colectivos que 
confl uyen sobre el ámbito de la propiedad inmueble reglada por los 
POT27, terminen de defi nir su contenido mediante la especifi cación de 
cuáles serán sus particulares reglas de uso, aprovechamiento y disposi-
ción en cada territorio, siempre en el marco de lo establecido en la ley. 
De aquí que desde el punto de vista del derecho de propiedad el ejer-
cicio de ordenación y regulación del territorio envuelto en la expedición 
y revisión de estos instrumentos no sea nada distinto a una delimitación 
más del derecho de propiedad28, complementaria a la efectuada por el 
legislador en la Ley Nº 388 de 1997.

26 SANTAELLA QUINTERO 2010, 409 y ss. 
27 V.gr. los derechos a la intimidad, a la salud, a un medio ambiente sano, de acceso a 
una vivienda digna y a una infraestructura apropiada de servicios públicos, a disfrutar del 
espacio público y del patrimonio histórico cultural, a la prevención de desastres y a gozar 
de niveles adecuados de calidad de vida en una ciudad ordenada, entre otros.
28 La delimitación de la propiedad es una prerrogativa en cabeza de las autoridades que, 
fundamentada en la función social y ecológica del derecho de propiedad que consagra 
la Constitución, habilita a las autoridades para determinar el contenido del derecho con 
arreglo a los intereses generales que convergen sobre cada forma de propiedad. De aquí 
que se haya visto en ella “la técnica por medio de la cual se concreta el contenido del de-
recho mediante la especifi cación de la función social correspondiente a una determinada 
clase de propiedad de cara a la armonización de los intereses personales del propietario 



Urbanismo y minería: tensiones y confl ictos sobre los usos del suelo en el territorio municipal 101

ReDAE  Revista de Derecho Administrativo Económico, Nº 19 [julio-diciembre 2014] pp. 89-114

Siendo una delimitación de la propiedad la garantía del derecho 
(art. 58 párr. 1 frase 1 de la Constitución) se activa en aras de salvaguar-
dar los intereses tutelados por su proclamación constitucional. Como 
forma de evitar que un derecho constitucionalmente consagrado como 
la propiedad privada acabe diluyéndose en manos del legislador o de 
la Administración que determinan su régimen, la garantía exige el res-
peto de los distintos límites que la Constitución ha señalado a la activi-
dad de delimitación de su contenido con miras a preservar el balance 
constitucionalmente exigido entre los dos elementos que lo componen 
(i. e. utilidad privada y función social)29. Esto supone, entonces, respe-
tar, entre otros límites, el principio de razonabilidad, la idea de interés 
general como base de cualquier delimitación amparada en la función 
social del derecho, el mandato de ponderación, el contenido esencial 
del derecho de propiedad, el principio de proporcionalidad y el deber 
de protección de “lo adquirido”30.

Adicionalmente, y ya desde el plano más concreto de la legali-
dad, la interpretación del conjunto de disposiciones que regulan la 
planifi cación urbanística llevada a cabo por los POT permite identifi car 
distintos límites a la discrecionalidad reconocida a los municipios. Natu-
ralmente que la misma defi nición de un marco legal para el ejercicio de 
esta competencia en el que se determinan los instrumentos principales 
(POT, planes parciales, programa de ejecución, unidades de actuación 
urbanística, expropiación, enajenación forzosa en pública subasta, po-
testad de control, fi scalización y sanción, potestad tributaria y licencias 
urbanísticas, entre otros) y las categorías fundamentales de la ordena-
ción urbanística (clases de suelo, acción urbanística, actividad urbanís-
tica, compensación, equidistribución de cargas y benefi cios, etc.), así 
como los procedimientos y los órganos responsables de la puesta en 
marcha de este complejo andamiaje, supone una limitante considera-
ble a dicha discrecionalidad. Pero toda vez que tales disposiciones no 
conllevan decisiones concretas sobre el territorio, tan solo representan 
el marco en el que se debe ejercer el poder de decisión que se otorga 
a los municipios. De aquí que no se tomen como límites en estricto 
sentido. Estos encerrarán siempre determinaciones sobre el cómo (y no 
sobre el quién, para qué, con qué instrumentos) deben ejercer concre-
tamente su competencia de ordenación del territorio los municipios y 
pueden presentarse en diferentes formas:

con los intereses generales que pueden confl uir en dicho ámbito dominical”. SANTAELLA 
QUINTERO 2010, 446. 
29 SANTAELLA QUINTERO 2010, 723 y ss. También SANTAELLA QUINTERO 2011.
30 Aun cuando no de forma sistemática, ordenada ni reiterada, muchos de estos límites 
son habitualmente empleados por la jurisprudencia constitucional al efectuar el control de 
las decisiones legislativas en materia de propiedad. Respecto al sentido de cada uno de 
ellos, véase SANTAELLA QUINTERO 2010, 518 y ss.
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a) Reglas legales de aplicación directa. Puesto que la legislación 
urbanística no se ocupa de regular de manera exhaustiva todos los por-
menores relacionados con los asuntos de interés supralocal que tienen 
lugar en el territorio municipal, en ocasiones la LDU remite a las legis-
laciones sectoriales en las que se encuentran reglas aplicables directa-
mente en todo el territorio nacional y que constituyen, por ende, claros 
límites a la discrecionalidad del ente responsable de la ordenación del 
territorio, quien tendrá así la obligación legal de aplicar estas normas 
en los asuntos reglados por ellas. Es lo que ocurre, por ejemplo, en ma-
teria de protección del medio ambiente y del patrimonio histórico-cul-
tural, en virtud de lo dispuesto por el art. 13.3 LDU o lo que sucede 
con la legislación agraria, conforme a lo previsto por el art. 14.7 LDU. 
De igual modo, el legislador ha establecido también estos reenvíos por 
fuera del texto de la LDU. Ello se aprecia, por ejemplo, en el art. 38 de 
la Ley Nº 685 de 2001 (Código de Minas, en adelante CM), en el cual 
se dispone que en materia de ordenación del territorio todo lo relacio-
nado con zonas de reservas especiales y zonas excluibles de la minería 
deberá regirse por las disposiciones de esta legislación especial.

b) Decisiones de otras instancias administrativas aplicables como 
determinantes de la planifi cación urbanística. En aras de asegurar la ar-
monía y coordinación efectiva de las decisiones de planifi cación urbanís-
tica con las determinaciones de otras instancias administrativas a cargo 
de la gestión de intereses sectoriales relevantes desde una perspectiva 
supralocal, el art. 10 LDU ha previsto un reenvío a dichas resoluciones, 
que, en virtud de lo dispuesto en este precepto, constituyen “normas 
de superior jerarquía”, que condicionan la elaboración y adopción de 
los POT. Son los llamados determinantes de los POT. Ellas engloban 
decisiones de distinto rango (políticas, directrices, reglamentos, reso-
luciones, etc.) y origen (Nación y Departamentos) relacionadas con la 
conservación y protección del medio ambiente; la prevención de riesgos 
naturales; la guarda y aprovechamiento de las áreas e inmuebles con-
sideradas como patrimonio histórico cultural de la Nación y los Depar-
tamentos; el señalamiento y localización de las infraestructuras básicas 
relacionadas con puertos, aeropuertos, vías nacionales y regionales, 
sistemas de abastecimiento de agua, saneamiento básico y suministro 
de energía y los componentes de ordenamiento territorial de los planes 
integrales de desarrollo metropolitano en las áreas metropolitanas.

Recientemente se han expedido diversas normas legales que han 
ampliado la lista de determinantes de los POT prevista por el art. 10 de 
la LDU. Así, por ejemplo:

i) El art. 38 del CM ha dispuesto que en la elaboración, modifi ca-
ción y ejecución de los planes de ordenamiento territorial la autoridad 
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competente deberá sujetarse a la información geológico-minera dispo-
nible sobre las zonas respectivas

ii) En el mismo sentido, pero en relación con la necesidad de to-
mar en consideración las decisiones de la Nación sobre el uso del suelo 
rural con fi nes agrícolas, el art. 3 de la Ley Nº 1551 de 2012 (“por la 
cual se dictan normas para modernizar la organización y el funciona-
miento de los municipios”) establece en su numeral 9º que es función 
de los entes locales formular y adoptar los planes de ordenamiento 
territorial “teniendo en cuenta los instrumentos defi nidos por la UPRA 
para el ordenamiento y el uso efi ciente del suelo rural”31.

iii) Adicionalmente la Ley Nº 1454 de 2011 (Ley orgánica de or-
denamiento territorial) ha atribuido a la Nación y a los Departamentos 
nuevas competencias en materia de ordenación del territorio de las que 
se desprende la consagración legal de otro bloque de determinantes 
del POT. Entre ellas se destacan las derivadas de la facultad de la Na-
ción de localizar grandes proyectos de infraestructura, determinar las 
áreas limitadas en su uso por razones de seguridad y defensa y defi nir 
los lineamientos del proceso de urbanización y sistema de ciudades 
(art. 29 num. 1º). Igualmente, se debe resaltar la facultad de los Depar-
tamentos para establecer directrices y orientaciones para el ordena-
miento de la totalidad o porciones específi cas de su territorio, defi nir 
políticas de asentamientos poblacionales y centros urbanos y orientar 
la localización de la infraestructura físico-social con el fi n de aprovechar 
mejor las ventajas competitivas regionales y promover la equidad en el 
desarrollo municipal (art. 29 núm. 2º).

iv) La Ley Nº 1523 de 2012 (“por la cual se adopta la política na-
cional de gestión del riesgo de desastres y se establece el Sistema 
Nacional de Gestión del Riesgos de Desastres y se dictan otras dispo-
siciones)” contiene también disposiciones de esta clase. Lo previsto en 
su art. 41, en virtud del cual se dispone que los organismos nacionales, 
regionales, departamentales, distritales y municipales de planifi cación 
deben seguir las orientaciones y directrices señaladas en el Plan Nacio-
nal de Gestión del Riesgo y contemplar las disposiciones y recomenda-
ciones específi cas sobre la materia, es otro ejemplo de ello.

c) Estándares urbanísticos. Además de con la previsión de reglas 
legales de aplicación directa y de decisiones administrativas que cons-
tituyen determinantes del POT, el legislador también limita el margen 
de valoración que corresponde al planifi cador mediante la defi nición 
de estándares urbanísticos32. Por medio de su defi nición, con el fi n de 

31 Las funciones de la Unidad de Planeación Rural Agropecuaria – UPRA están defi nidas 
en el Decreto 4145 de 2001.
32 BAÑO LEÓN 2009, 118 y ss.
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asegurar unos niveles mínimos de calidad urbanística sin imponer reglas 
homogeneizadoras que riñan con la autonomía local imperante en este 
campo, la ley fi ja referencias o pautas al planifi cador para que este pre-
cise en cada caso lo que estime adecuado sin vulnerar la medida (cua-
litativa o cuantitativa) que se le impone como parámetro o marco. Es lo 
que sucede, por ejemplo, con el art. 8.4 LDU, que alude a la determi-
nación de espacios libres para parques y zonas verdes “en proporción 
adecuada a las necesidades colectivas”. El art. 14.4 LDU ofrece otro 
ejemplo de estándar urbanístico cualitativo al señalar que corresponde 
a la autoridad urbanística la defi nición de la densidad de las zonas su-
burbanas, pero prescribe que esta deberá fi jarse “teniendo en cuenta 
su carácter de ocupación de baja densidad”. Lo mismo ocurre con el 
art. 32 LDU, que en su párrafo 2º dispone que la determinación del sue-
lo de expansión urbana se ajustará a las previsiones de crecimiento de 
la ciudad y a la posibilidad de dotación con infraestructura para el siste-
ma vial, de transporte, de servicios públicos domiciliarios, áreas libres, 
parques y equipamiento colectivo de interés público o social.

d) Mandatos legales. El legislador no solo procura un mínimo de 
calidad urbanística mediante la defi nición de referencias genéricas para 
que cada plan determine lo que resulta adecuado según su realidad. En 
ocasiones también lo hace a través de órdenes directas. Con el fi n de 
asegurar la uniformidad en el tratamiento de determinados aspectos 
relevantes desde la óptica del interés nacional, la ley puede imponer al 
planifi cador la toma de ciertas determinaciones. Es lo que ocurre en los 
arts. 11 a 17 LDU, en los que el legislador defi nió cuál debe ser el con-
tenido de los POT y de cada uno de sus componentes. De este modo, 
al tiempo que respeta la autonomía local de cada ente (pues serán ellos 
quienes deberán tomar las decisiones y emprender las acciones con-
templadas), se asegura que todos los municipios conformen sus planes 
a lo allí previsto. Por esta vía se disipa el riesgo de asimetrías drásticas 
en la planeación de los municipios y se garantiza que en lo posible sus 
determinaciones permitan cumplir con los objetivos trazados por la 
Constitución y la ley a esta clase de instrumentos. Por ende, si bien se 
trata de una intromisión del legislador en el ámbito de la autonomía 
local, ella resulta razonable y proporcionada, y en consecuencia, consti-
tucionalmente legítima.

Otro caso de mandato legal al planifi cador se aprecia en el art. 46 
de la Ley Nº 1537 de 2012 (“por la cual se dictan normas tendientes a 
facilitar y promover el desarrollo urbano y el acceso a la vivienda y se 
dictan otras disposiciones”), en el cual se prevé que los planes de or-
denamiento territorial o los instrumentos que los desarrollen o comple-
menten en los municipios o distritos con población urbana superior a 
100.000 habitantes y municipios localizados en el área de infl uencia de 
los municipios y distritos con población urbana superior a 500.000 habi-
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tantes, deberán determinar los porcentajes de suelos que deben desti-
narse al desarrollo de Programas de Vivienda de Interés Prioritario (VIP), 
calculados sobre el área útil residencial del plan parcial o del proyecto 
urbanístico, tanto en suelo de expansión urbana como en suelo urbani-
zable en el perímetro urbano. Y lo complementa con un estándar cuan-
titativo: en ningún caso podrá ser inferior al 20% de esta área. El deber 
constitucional que asiste al Estado (en general) de fi jar condiciones 
adecuadas para hacer efectivo el derecho a la vivienda digna de todos 
los colombianos sirve de respaldo constitucional a esta determinación 
legal, que además se muestra como una limitación proporcionada a la 
autonomía local.

e) Prohibiciones legales. Una última forma de limitar la discreciona-
lidad del planifi cador es la defi nición de prohibiciones legales. Puesto 
que se trata de un ámbito esencialmente remitido a la autonomía de 
las entidades territoriales, las prohibiciones que establezca el legisla-
dor en materia de ordenación del territorio deben ser excepcionales y 
ajustarse a las exigencias de los principios de razonabilidad y propor-
cionalidad. Por ende no pueden más que constituir casos aislados (so 
pena de que la excepción se convierta en la regla), deben contar con 
un sustento constitucional sólido (idealmente deben ser expresión de la 
preocupación de la ley por la cristalización de un fi n constitucionalmen-
te imperioso) y representar una intromisión proporcionada en el ámbito 
de la autonomía local; lo cual supone que se debe estar ante una medi-
da idónea, necesaria y proporcionada en estricto sentido para la realiza-
ción del fi n constitucional perseguido.

Un ejemplo de ello se aprecia en el parágrafo 2º del art. 15 LDU, 
en el que se dispone que los POT no podrán establecer usos compati-
bles entre servicios de alto impacto referidos a la prostitución y activi-
dades afi nes, con usos para vivienda y dotacionales educativos. Otro 
caso es el del art. 31 LDU, que en la frase fi nal de su párrafo 2º estable-
ce que en ningún caso el perímetro urbano podrá ser mayor que el de-
nominado perímetro de servicios públicos. La importancia de los bienes 
jurídicos perseguidos en uno y otro caso (mandato de protección de la 
intimidad y de la infancia, así como el deber de garantizar la tranquili-
dad pública en el primer supuesto; y la responsabilidad del Estado con 
la garantía del derecho a la vivienda digna en el segundo) y la propor-
cionalidad del límite impuesto a la discrecionalidad del planifi cador jus-
tifi can sobradamente su defi nición.

2. El respeto a las decisiones de aprovechamiento minero de la 
Nación: el más controvertido de los límites

Tal como se ha visto, en principio resulta legítimo que el legislador se 
introduzca en el ámbito de la discrecionalidad del planifi cador y la aco-
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te mediante la excepcional defi nición de prohibiciones. No obstante, 
al proscribir determinada decisión, la ley no solo limita el margen de 
valoración que le cabe respecto de un asunto en particular, sino que 
lo excluye por completo. De aquí su carácter excepcional y su forzosa 
conformidad con los principios de razonabilidad y de proporcionalidad 
como condición de validez. Y de aquí también que la ley deba pon-
derar muy bien qué clase de prohibiciones establece, en qué ámbitos 
particulares y con qué alcance sobre las facultades que la Constitución 
reconoce a los entes locales en materia de planifi cación del desarrollo 
territorial. Una prohibición injustifi cada (irrazonable), desproporcionada 
o que tenga como efecto anular por completo las competencias cons-
titucionalmente atribuidas a los municipios será, entonces, contraria a 
la Constitución. El uso racional que hizo el legislador de la posibilidad 
de imponer prohibiciones en la LDU llevó a que por varios años esta fa-
cultad no fuera fuente de disputas. No obstante, la expedición del CM 
en 2001, y el auge de la actividad minera experimentado en Colombia 
durante la última década, han hecho que esta situación cambie.

En efecto, fruto de la prohibición establecida por su art. 37 para 
que las autoridades regionales, departamentales o locales puedan de-
fi nir zonas de su territorio temporal o transitoriamente excluidas de la 
minería33, los confl ictos entre el nivel nacional (a cargo de la concesión 
de títulos mineros) y las autoridades locales (responsables de la expe-
dición de los POT) se han multiplicado. Aun cuando el descubrimiento 
de yacimientos de minerales o de hidrocarburos suele ser una buena 
noticia para el país por los recursos que representa y las oportunidades 
de generación de puestos de trabajo que conlleva, los considerables 
impactos ambientales y sociales asociados a su explotación se han con-
vertido en un temor generalizado en muchas comunidades y en una au-
téntica barrera para el inicio y buena marcha de las actividades mineras 
en diversas partes del país.

A la vista de los escasos benefi cios para las comunidades locales 
y de los notables impactos sobre su salud, su entorno y sus recursos, 
el miedo a la afectación de ecosistemas estratégicos (como páramos, 
nacimientos de agua, zonas de recarga, zonas de reserva forestal o 
parques naturales), a la destrucción del paisaje y de la capa vegetal, a 
la contaminación del aire o de las aguas y a la alteración de los suelos 
con metales tóxicos y residuos, es hoy en día generalizado en muchas 
zonas. El recelo frente a esta actividad se traduce en el rechazo de las 

33 Artículo 37. Prohibición legal. Con excepción de las facultades de las autoridades na-
cionales y regionales que se señalan en los artículos 34 y 35 anteriores, ninguna autoridad 
regional, seccional o local podrá establecer zonas del territorio que queden permanente 
o transitoriamente excluidas de la minería. // Esta prohibición comprende los planes de 
ordenamiento territorial de que trata el siguiente artículo.
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comunidades a la explotación de recursos naturales en su territorio; 
una situación no prevista por el ordenamiento jurídico y para la cual 
no se tiene una respuesta adecuada. Casos como los proyectos de 
explotación legal de oro de La Colosa, en Cajamarca, Tolima, o de An-
gostura en Santander, o de carbón en La Jagua de Ibirico en el Cesar, 
conocidos a nivel nacional tanto por su impacto ambiental como por 
las fuertes protestas de la comunidad por su desarrollo, ilustran esta 
situación34.

Además de una fuerte movilización social, este temor ha dado lu-
gar al surgimiento de brotes legítimos de insubordinación institucional 
en poblaciones como Támesis, Jericó, Jardín o Cañasgordas en Antio-
quia, Tabio o Bogotá en Cundinamarca, Piedras en Tolima, Cerrito en 
Santander o Tauramena en Casanare, cuyas instituciones y comunida-
des han cerrado fi las para oponerse a la minería y emprender la defensa 
de sus recursos naturales, su territorio y su modo de vida tradicional. 
Las autoridades mineras y las compañías concesionarias afi rman, por 
su parte, que obran conforme a Derecho y que no se les puede vetar el 
ejercicio de una actividad lícita y legalmente declarada de utilidad pú-
blica e interés social (art. 13 CM).

La inconformidad con la prohibición legal fi jada por el art. 37 
CM para que los municipios declaren zonas de su territorio excluidas 
de la minería llevó a que se demandara su constitucionalidad ante la 
Corte Constitucional. En un importante pronunciamiento, a la luz de la 
situación vivida actualmente por esta causa, en la sentencia C-123 de 
2014, el Tribunal Constitucional dictaminó que si bien resultaba legí-
timo imponer condiciones a los entes territoriales para el ejercicio de 
sus competencias de ordenación del territorio en aras de salvaguardar 
intereses supralocales relevantes, no lo era que el legislador, so pretex-
to de materializar la titularidad estatal sobre los recursos naturales no 
renovables35, y la reserva de ley constitucionalmente impuesta en rela-
ción con su régimen de aprovechamiento36, los excluyera por completo 

34 Lo paradójico y triste a la vez de la situación que se presenta en la actualidad es que 
paralelo a esta legítima oposición de las comunidades a la actividad minera legal, que lu-
cha por contener los efectos nocivos de la minería, y como resultado de la actitud omisiva 
de las autoridades, proliferan cada vez más los aprovechamientos mineros ilegales, cuyos 
impactos no solo son considerablemente mayores y más destructivos que los de la activi-
dad minera legal, sino que además ni siquiera generan los benefi cios que son inherentes 
a esta. 
35 Artículo 332 de la Constitución. El Estado es propietario del subsuelo y de los recursos 
naturales no renovables, sin perjuicio de los derechos adquiridos y perfeccionados con 
arreglo a leyes preexistentes.
36 Artículo 360 de la Constitución. La explotación de un recurso natural no renovable cau-
sará, a favor del Estado, una contraprestación económica a título de regalía, sin perjuicio 
de cualquier otro derecho o compensación que se pacte. La ley determinará las condicio-
nes para la explotación de los recursos naturales no renovables (…).
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de la toma de una decisión crucial para la vida económica y social de la 
comunidad, como la relativa al otorgamiento de un título minero. Exclu-
sión que se hace mucho más discutible a la luz de la Constitución, si se 
tiene en cuenta que está en juego el ejercicio de competencias cons-
titucionalmente atribuidas a las localidades, como la relacionada con 
la determinación de los usos de suelo (art. 313.7) y la protección de su 
patrimonio natural (art. 313.9), las cuales resultan totalmente anuladas 
por la decisión del legislador.

En criterio de la Corte Constitucional, en consideraciones que se 
transcriben en extenso por resultar de primera importancia, la prohibi-
ción legal contenida en el CM, tal como fue formulada presenta proble-
mas de constitucionalidad por las siguientes razones:

“(…) observa la Sala que una lectura gramatical del art. 37 del Có-
digo de Minas –Ley 685 de 2001–, aunque tiene como objeto la creación 
de parámetros generales en la política de autorización de actividades de 
exploración y de explotación minera, lo cual es un fi n legítimo a la luz del 
ordenamiento constitucional colombiano –arts. 1, 332 y 334 de la Consti-
tución–, implica una limitación excesiva del principio de autonomía terri-
torial establecido por la Constitución.

En efecto, lejos de reconocer que el principio de autonomía territo-
rial garantiza la participación de los municipios en la reglamentación de 
los usos del suelo que se establezcan dentro de su territorio, el sentido 
normativo gramatical anula la competencia de los concejos municipales 
y distritales en la decisión relativa a la exclusión de la actividad minera en 
determinadas zonas del territorio municipal.

Esta limitación es una afectación relevante en la competencia de 
los concejos municipales para reglamentar el desarrollo de su territorio 
y los usos del suelo dentro del mismo, debido a los grandes impactos 
que las actividades de esta naturaleza tienen en aspectos como el me-
dio ambiente, el modelo de desarrollo económico que acoja un muni-
cipio, las fuentes de agua disponibles en el territorio y la vida cotidiana 
de los pobladores del municipio, entre otras. De esta forma, cercenar 
en absoluto las competencias de reglamentación que los concejos mu-
nicipales tienen respecto de la exclusión de la actividad minera, no es 
algo accesorio o intrascendente respecto de la competencia general 
que la Constitución les reconoce en las tantas veces mencionados arts. 
311 y 313 numeral 7.

El sentido que se extrae a partir de una lectura fundada exclusi-
vamente en el criterio gramatical, aunque concreción del principio de 
organización unitaria del Estado, previene a los concejos municipales de 
tomar decisiones en asuntos que sin duda alguna afectan el fi n que se 
deduce del principio de autonomía constitucional en el específi co conte-
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nido que se concreta en los arts. 311 y 313 numeral 7: que sea el órgano 
de representación popular más cercano a los ciudadanos el que participe 
en la decisiones sobre los principales asuntos en la vida de la comunidad; 
participación que tiene lugar, entre otros mecanismos, por medio de la 
competencia reglamentaria prevista por el numeral 7 del art. 313 de la 
Constitución.

Adicionalmente, en tanto dichas competencias deben realizarse 
dentro de los parámetros que determine la ley, excluir a los concejos 
municipales del proceso de regulación y reglamentación de las mismas 
desconoce los principios de concurrencia y coordinación que deben 
inspirar la repartición de competencias entre los entes territoriales y los 
entidades del nivel nacional. Principios que son exigencias de rango 
constitucional, expresamente previstos por el art. 288 de la Constitu-
ción como los parámetros a partir de los cuales se armonice el principio 
de autonomía territorial con un principio que, como el de forma unitaria 
del Estado, está en constante tensión con aquel. Se recuerda que, de 
acuerdo con la jurisprudencia constitucional, el principio de coordina-
ción “parte de la existencia de competencias concurrentes entre dis-
tintas autoridades del Estado, lo cual impone que su ejercicio se haga 
de manera armónica, de modo que la acción de los distintos órganos 
resulte complementaria y conducente al logro de los fi nes de la acción 
estatal. Esa coordinación debe darse desde el momento mismo de la 
asignación de competencias y tiene su manifestación más clara en la 
fase de ejecución de las mismas”.

No debe olvidarse, sin embargo, que la lectura del art. 37 del 
Código de Minas debe hacerse, también, a la luz del principio constitu-
cional de organización unitaria del Estado –art. 1º de la Constitución– y 
de la facultad que tiene el Estado para intervenir en la explotación de 
recursos naturales –art. 334 de la Constitución–, en tanto es este el pro-
pietario de subsuelo y de los recursos naturales no renovables –art. 332 
de la Constitución–.

Estas disposiciones constitucionales hacen preceptivo que se esta-
blezcan estándares de alcance nacional que determinen los criterios ge-
nerales en que el Estado tomará la decisión de permitir la exploración 
o la explotación minera en el territorio de un municipio o distrito. Esto 
por cuanto la política minera es concreción de las políticas a desarrollar 
en virtud de la propiedad del subsuelo y de los recursos naturales no 
renovables que en este se encuentren.

La elección que el legislador realice en este aspecto debe tributar 
el principio de organización unitaria y los contenidos esenciales de los 
arts. 332 y 334 de la Constitución, así como los contenidos esenciales 
del principio de autonomía territorial, entre los que se cuenta el de 
gobernarse por autoridades propias y el de que el órgano de represen-
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tación más inmediato al pueblo participe en la toma de las principales 
decisiones para el desarrollo de la vida local. Participación que deberá 
entenderse como aplicación de los principios constitucionales de coor-
dinación y concurrencia de la Nación y los municipios o distritos, tal y 
como se deduce de un sistema en que existan distintos niveles compe-
tenciales”37.

Este análisis es concluido por la Corte señalando (de forma un tan-
to sorprendente, hay que decirlo) que pese a los problemas de consti-
tucionalidad que presenta, la norma no tiene que ser declarada incons-
titucional si se entiende que el enunciado sometido a control puede 
ser objeto de una interpretación orientada a la armonización concreta 
de los principios en tensión (Estado unitario Vs. autonomía de los entes 
locales). Tal hermenéutica impone entender que el art. 37 CM garantiza 
“un grado de participación razonable de los municipios y distritos en 
el proceso de decisión sobre si se permite o no se permite la actividad 
de exploración o de explotación minera en su territorio”. Esta solución 
implica, dice la Corte, de conformidad con lo establecido en los arts. 
14 y siguientes del CM, “que la Nación continúe participando en dicho 
proceso; pero que no sea el único nivel competencial involucrado en la 
toma de una decisión de tal trascendencia para aspectos principales de 
la vida local, sino que los municipios y distritos afectados por dicha de-
cisión participen de una forma activa y efi caz en el proceso de toma de 
la misma”38 (énfasis agregado).

En otras palabras, para el Tribunal Constitucional el art. 37 CM 
es constitucional siempre que se entienda que las decisiones que en 
virtud de la legislación minera adopta la Nación en relación con el 
aprovechamiento de los recursos naturales no renovables deben tener 
en cuenta, de algún modo, las consideraciones formuladas al respecto 
por los entes territoriales. Según se afi rma en el fallo en comento, esto 
implica que “la opinión de estos, expresada a través de sus órganos 
de representación, sea valorada adecuadamente y tenga una infl uencia 
apreciable en la toma de esta decisión, sobre todo en aspectos axiales 
a la vida del municipio, como son la protección de cuencas hídricas, la 
salubridad de la población y el desarrollo económico, social y cultural 
de sus comunidades”.

En esta misma línea, en reciente providencia el Consejo de Estado 
suspendió provisionalmente el Decreto del Gobierno que reglamenta el 
art. 37 del Código de Minas39. Como fundamento de la medida cautelar 
adoptada sostuvo que “impedir, vía potestad reglamentaria, que en los 

37 Sentencia TC rol N° 123 (2014).
38 Sentencia TC rol N° 123 (2014).
39 Decreto 934, de 2013.
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planes de ordenamiento territorial, planes básicos de ordenamiento terri-
torial o esquemas de ordenamiento territorial, según el caso, se incluyan 
disposiciones relacionadas con la actividad minera podría desnaturalizar 
esa clase de actos, entendidos “como el conjunto de directrices, polí-
ticas, estrategias, metas, programas, actuaciones y normas que debe 
adoptar cada municipio para orientar y administrar el desarrollo físico 
del territorio y la utilización del suelo”40. Con base en este razonamiento, 
determinó que existía fundamento sufi ciente para decretar su suspensión 
provisional, como forma de amparar el principio de autonomía territorial 
y la competencia de los entes municipales en esta materia.

En síntesis, dos decisiones sucesivas de las más altas instancias de 
la judicatura colombiana que buscan reivindicar la competencia consti-
tucional que asiste a los municipios para la ordenación de su territorio y 
la guarda y conservación de sus recursos naturales. Sin negar la compe-
tencia que asiste al legislador tanto para defi nir límites al ejercicio de la 
discrecionalidad municipal en la expedición de los POT como para fi jar 
el régimen de aprovechamiento de los recursos naturales no renova-
bles, la jurisprudencia ha reaccionado frente a uno de esos límites que, 
por encontrarse en la frontera de lo constitucionalmente admisible, 
debe ser objeto de los ajustes señalados por la Corte Constitucional. En 
consecuencia, sin que lo relativo a la explotación minera deba o pueda 
ser un asunto integralmente dejado en manos de las municipalidades 
(razones relacionadas con los grandes intereses económicos y ecológi-
cos nacionales en juego en esta materia, así como consideraciones fuer-
tes de igualdad y de seguridad jurídica permitirían excluir una opción 
semejante), no hay duda que por sus innegables repercusiones sobre 
el territorio, la población y los recursos naturales de los municipios, se 
trata de una cuestión de la cual estos no pueden ser enteramente mar-
ginados.

El hecho de incidir sobre el ámbito de ejercicio de dos de sus 
competencias constitucionales fundamentales (la reglamentación de 
los usos de suelo –art. 313.7– y la expedición de normas para la preser-
vación, control y defensa del patrimonio ecológico local –art. 313.9–) 
activa la garantía institucional de la autonomía territorial41 e impide 
que el legislador pueda, legítimamente, por medio de una prohibición 
como la contenida en el art. 37 CM, negar o anular por completo el 
ejercicio de competencias que le fueron atribuidas por la Constitución 
a los entes locales. De aquí que se haya puesto el énfasis en el carácter 
concurrencial de esta clase de decisiones y en la necesidad de estable-
cer mecanismos de coordinación que hagan posible respetar el derecho 
a la participación que surge en cabeza de los municipios como conse-

40 Consejo de Estado 2014, 49.150. 
41 Sentencia TC rol Nº 535 (1996). También ROBLEDO SILVA 2010, 186 y ss.
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cuencia del deber de respetar mínimamente el contenido esencial de la 
autonomía territorial en este campo.

Conclusión

Al asumir que se trata de un asunto concurrencial, cuya decisión fi nal 
puede ser legítimamente adoptada por la Nación pero no con total 
prescindencia de la consideración de los intereses de los municipios 
afectados por la explotación minera autorizada, la Corte Constitucional 
ha dejado en claro que esta clase de determinaciones debe encua-
drarse en el marco de los principios de concurrencia y coordinación 
defi nidos por el art. 288 de la Constitución y debe respetar siempre el 
contenido esencial de la autonomía local, entendido como el derecho 
a participar en la discusión y decisión de los asuntos que los concier-
nen42. Por este motivo, mediante un fallo interpretativo, condicionó la 
constitucionalidad del art. 37 CM a que se entienda que este garantiza 
siempre que “en desarrollo del proceso por medio del cual se autorice 
la realización de actividades de exploración y explotación minera, las 
autoridades competentes del nivel nacional deberán acordar con las 
autoridades territoriales concernidas, las medidas necesarias para la 
protección del ambiente sano, y en especial, de sus cuencas hídricas, 
el desarrollo económico, social, cultural de sus comunidades y la sa-
lubridad de la población, mediante la aplicación de los principios de 
coordinación, concurrencia y subsidiariedad previstos en el art. 288 de 
la Constitución Política”43. Así, so pena de entender que la prohibición 
del art. 37 CM para que los municipios puedan en sus POT declarar 
transitoria o defi nitivamente excluida de minería una zona de su terri-
torio vulnera el principio de autonomía territorial y los principios de 
concurrencia y coordinación que rigen el ejercicio de las competencias 
que involucran distintos niveles administrativos, resulta imperativa la 
defi nición de mecanismos de coordinación que hagan posible atender 
el mandato del juez constitucional.

En este orden, no cabe duda que partir de la sentencia C-123 de 
2014 de la Corte Constitucional, los entes municipales tienen en Colom-
bia voz en los procesos de otorgamiento de títulos mineros en su territo-
rio. Toda vez que están en juego sus competencias constitucionales en 
materia de ordenación del territorio (art. 313.7) y protección de sus recur-
sos naturales (art. 313.9) y, en últimas, cuestiones decisivas para la vida 
del municipio como la protección de sus cuencas hídricas y ecosistemas 

42 Un análisis de esta versión débil del contenido esencial de la autonomía municipal, que 
garantiza solo el derecho a tomar parte en las deliberaciones sobre asuntos que afectan a 
los entes locales, mas no como derecho a regular y gestionar directamente estas materias 
(versión fuerte), en SANTAELLA QUINTERO 2014, 774-776. 
43 Sentencia TC rol Nº123 (2014).
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estratégicos, la salubridad de la población y el desarrollo económico, 
social, demográfi co y cultural de sus comunidades, que mal pueden ser 
adoptadas completamente al margen de las poblaciones afectadas, sus 
representantes deben ser escuchados antes de tomar la decisión de otor-
gar un título minero en su territorio. A través de qué mecanismo se hará 
llegar dicha voz ante la autoridad minera (concepto previo, comisión de 
coordinación, etc.) y cuál será el peso que se le otorgue en dicho proce-
so está aún por verse. Lo que es claro, en todo caso, es que aun cuando 
sea solo en forma de derecho de participación, las competencias cons-
titucionales otorgadas a las municipalidades en este campo valen y no 
pueden ser ignoradas ni atropelladas por el legislador.
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